PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, con intervención del Ente Regulador de Servicios Sanitarios, proceda a delegar en los municipios receptores de servicios sanitarios de parte de la concesionaria Aguas Provinciales de Santa Fe S.A.:

a) El control de la calidad de las prestaciones;

b) El control del cumplimiento de las obligaciones de ejecución de mejoras.

c) El establecimiento de sanciones por incumplimientos.

Señor Presidente:

La atribución original de brindar servicios sanitarios a la población por parte de los municipios fue asumida en otras épocas históricas por Obras Sanitarias de la Nación como consecuencia de limitaciones de los gobiernos locales en atenderlos.

Luego las prestaciones recayeron en la Dirección Provincial de Obras Sanitarias (DIPOS), como continuadora de jurisdicción provincial del organismo nacional.
Razones históricas y limitaciones económicas y técnicas de los municipios, ya superadas, hicieron que el Estado Nacional primero y el provincial luego continuaran como prestatarios.
Como no podría ser de otro modo, los principios y acciones impulsados desde el Poder Ejecutivo Nacional por el ex – Presidente Carlos Saúl Menem encontraron en Santa Fe fervorosos adherentes, y los servicios de la DIPOS en las ciudades rentables fueron concesionados a título gratuito, sin pago de canon alguno, a una empresa privada multinacional.

Sostenemos que la concesión fue otorgada a título gratuito pues existen hechos irrefutables que así lo demuestran.

Por una parte se pretendió difundir la creencia de que la ausencia de canon era reemplazada por ejecución de obras a su cargo por parte de la concesionaria, cuestión que es falsa pues la concesionaria, adjudicataria directa de todas las obras sanitarias a realizar en el área de la concesión, solo financia las inversiones, las que son efectivamente pagadas por los frentistas y usuarios a los precios que unilateralmente y sin control de costos alguno realiza Aguas Provinciales de Santa Fe.
Pero además de este fraude de origen, las obras comprometidas no se ejecutaron y la empresa se limito a facturar, recaudar y realizar parcialmente el mantenimiento de las instalaciones.

Los sucesivos incumplimientos, que habrían colocado a la empresa en clara violación del contrato firmado y a la Provincia en posición de rescindir el contrato y reclamar indemnizaciones por daños y perjuicios, fueron admitidos, no solo pasivamente, por los sucesivos gobiernos de Reutemann y Obeid sino por medio de actos de gobierno que dan soporte legal y justificación a los incumplimientos por la vía de sucesivas e inexplicables “renegociaciones” que suspendían los compromisos de inversión de la empresa.

En la actual gestión del Ing. Obeid se ha repetido el libreto, y una nueva renegociación y condonación de obligaciones sucede a las anteriores, con el agravante que ahora la Provincia pretende invertir lo que la concesionaria no ha hecho, dando a ésta el negocio de la administración de cobro de las mejoras que eventualmente se ejecutaran.
Mientras que toda esta puesta en escena continúa, la salud pública se afecta por prestaciones inadecuadas y amplios sectores no tienen acceso al agua potable y cloacas como factores esenciales para la salud pública.

La ineficacia provincia en alcanzar las metas originales está probada, la falta de voluntad de cumplir de la concesionaria también, y de igual modo se observa que el ENRESS no ha logrado regular nada.

La obligación municipal de velar por la salud de sus vecinos y las atribuciones de los gobiernos locales para controlar los servicios que se prestan en su jurisdicción deben restituirse, y en virtud del contrato vigente solo puede hacerse por delegación del poder de policía sobre la concesión tal como se propone.
Por las razones expuestas, solicitamos a los Señores Diputados la aprobación del presente Proyecto de Comunicación.
